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1.-Es pertinente en derecho la aplicación de oficio de la ley 25065 por tratarse de una disposición de orden público. De allí que, por tratarse de normas imperativas, los jueces deben aplicarlas con prescindencia de la alegación de parte 

2.-El hecho de que el contrato de tarjeta de crédito sea un contrato de adhesión no constituye un defecto o vicio del mismo sino una característica de ese contrato. 

3.-Para el derecho comercial la solidaridad -salvo excepciones expresas- posee idéntico régimen que el previsto en el CCiv. 

4.-Aparece excluido del derecho comercial un sistema obligacional o contractual que sea diferente al imperante para todo el derecho común; más allá de la existencia de subsistemas propios y diferenciados que reglan ciertos institutos mercantiles (v.gr. cambiario, que establece la solidaridad pasiva, aunque con ciertas connotaciones especiales). Sí, en cambio, para el campo mercantil aparecen una serie de principios que, de un modo u otro, emergen del contexto normativo y que informan toda la creación, aplicación e interpretación de las obligaciones mercantiles. 

5.-La solidaridad es un concepto jurídico que, a partir de la mancomunación, posee un efecto que, en síntesis, puede señalarse como unidad de la prestación y pluralidad de vínculos . El CCiv.: 699 
realiza una descripción de los efectos que produce este instituto, que puede tener como fuente el título constitutivo o la ley misma: en nuestro derecho, quien alegue solidaridad deberá probarla. 

6.-Puede aceptarse a la solidaridad como principio informante del derecho mercantil, cuando la ley no la establece y sólo las partes pueden disponerla mediante un pacto libre o aún utilizando condiciones de adhesión pero siempre con expresa mención de solidaridad. 

7.-Quien se obligó como codeudor solidario y principal pagador, de las obligaciones contraídas por los usuarios de una tarjeta de crédito, no puede pretender eximirse de responsabilidad, en caso de renovación de la tarjeta, alegando que tal renovación no le fue notificada, si en el contrato hay una cláusula que prevé que los derechos y obligaciones pactados rigen por el periodo original de vigencia de la tarjeta y sus posteriores renovaciones. N.R.: Sumarios elaborados por Ricardo A. Nissen.

	 

	

	 

	Fallo: 

	 

	En Buenos Aires a los 15 días del mes de febrero de dos mil once, reunidos los Señores Jueces de Cámara en la Sala de Acuerdos fueron traídos para conocer los autos "BANCO DE SAN JUAN SA C/MACRI STELLA MARIS Y OTROS S/ORDINARIO" (Expediente Nº 062827 del Juzgado Comercial Nº 17 Secretaría Nº 34 y, Nº 33054/2004 del Registro de esta Cámara) en los que al practicarse la desinsaculación que ordena el art. 268 
del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación resultó que la votación debía tener lugar en el siguiente orden: Doctores Barreiro, Ojea Quintana y Tevez. 

Estudiados los autos la Cámara plantea la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada de fs. 239/247 

El Sr. Juez de Cámara Dr. Rafael F. Barreiro dice: 

I.Los hechos 

(a)BANCO DE SAN JUAN S.A. promovió a fs. 37/39, por medio de apoderado, formal demanda contra (i) Horacio Aníbal Iglesias, (ii) Stella Maris Macri, (iii) Gustavo Daniel Iglesias y (iv) Marcela María Castro, por cobro de PESOS CUARENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS SETENTA Y CINCO CON SESENTA Y UN CENTAVOS ($46.575,61) con más sus intereses moratorios, los compensatorios y punitorios pactados y costas. 

Alegó que en Junio de 1985 otorgó la tarjeta de crédito Mastercard (ex Argencard) n° 5399 0022 7724 0325 al Sr. Iglesias Horacio Aníbal, oportunidad en la que suscribió el contrato cuya copia consta a fs. 7. 

Dicho convenio obligaba al demandado al pago del importe de los servicios y las compras que efectuase en virtud de una liquidación de estado de cuenta remitida mensualmente. A su vez se establecieron: la forma de cancelación, y la mora automática ante la falta de pago. 

Relató que emitió una tarjeta de crédito adicional a favor de la Sra. Stella Maris Macri, constituyéndose como principales pagadores a los Sres.Gustavo Daniel Iglesias y Marcela María Castro. 

Adujo que los demandados no realizaron cuestionamiento válido y fundado respecto de la deuda que aquí se reclama, la cual -conforme lo exigido por el art. 23 
ley 25.065- es líquida y exigible. 

Ofreció prueba, practicó liquidación y fundó en derecho su pretensión. 

(b)A fs. 59/60 contestó demanda HORACIO ANIBAL IGLESIAS. Aclaró que no es menester referir al contenido de esa presentación pues, en fs. 216/217, la actora desistió de la acción respecto del mencionado codemandado. 

(c)A fs. 63/65 contestaron demanda GUSTAVO DANIEL IGLESIAS Y MARCELA MARÍA CASTRO, solicitando el rechazo íntegro de la demanda. 

Opusieron excepción de incompetencia, fundándose para ello en que el domicilio real de la actora es en la Provincia de San Juan. 

Plantearon excepción de prescripción por interpretar que, para los contratos de fianza el plazo es decenal y, en el presente litigio el convenio cobró vigencia hace 19 años. Ergo, el período en cuestión se encuentra largamente superado, al menos en relación a los garantes. Citaron jurisprudencia. 

Negaron adeudar las sumas reclamadas por el Banco de San Juan. 

Arguyeron que los formularios acompañados, en los cuales se fundó la demanda eran apócrifos. Dichos resúmenes no habían sido certificados, ni firmados, y carecían de autoría. 

Impugnaron el monto reclamado por exceder notablemente el consignado en el último resumen como saldo total ($ 12.651,12). 

Señalaron que no existió acuerdo relativo a los intereses aplicables, ni fijación de interés punitorio alguno. 

Reconocieron haber firmado el contrato de tarjeta de crédito; sin embargo, desconocieron los resúmenes posteriores haciendo hincapié en la falta recepción de los mismos. 

Fundaron en derecho. 

(d)A fs. 74/6 se presentó la Sra. STELLA MARIS MACRI, solicitando el rechazo de la demanda. 

En primer lugar alegó que no fue citada a la audiencia de mediación previa. 

Opuso excepción de falta de legitimación pasiva.Explicó que el contrato fue suscripto entre el Banco de San Juan y el Sr. Horacio Aníbal Iglesias y que lo firmó simplemente en su carácter de cónyuge. 

Asimismo, admitió ser poseedora de una extensión de dicha tarjeta de crédito, mas aseguró no haber realizado consumos con la misma. 

Por otro lado dijo que estaba divorciada del Sr. Héctor Aníbal Iglesias desde el 25.4.03, motivo por el cual no tenía obligación de responder por sus deudas. 

Opuso excepción de incompetencia por los mismos motivos expuestos en la contestación de demanda de los Sres. Gustavo Daniel Iglesias y Marcela María Castro (ver apartado (b)). 

Finalmente dijo que aún cuando se considerara que sigue siendo responsable de los gastos presumiblemente realizados por el titular, su posición sería la de garante liso y llano pagador, similar a la de los codemandados Gustavo D. Iglesias y Marcela M. Castro. Y, consecuentemente, habría operado también a su respecto la prescripción del ccom: 846, en atención a que el contrato se suscribió hace más de 19 años y no medió aviso de prórroga alguno. 

II. La sentencia 

En la sentencia de fs. 239/247 el juez a quo hizo lugar a la demanda incoada por el Banco de San Juan SA y condenó a Stella Maris Macri, Gustavo Daniel Iglesias y a Marcela María Castro, a abonar al primero la suma de $ 46.575,61, con más los intereses y las costas. 

Para así resolver ponderó, respecto de la codemandada Macri que:(i) en tanto beneficiaria de la tarjeta adicional debía responder por las deudas contraídas por el titular de la tarjeta de crédito, por mediar convención expresa asumiendo dicha responsabilidad, (ii) el contrato fue suscripto con anterioridad a la publicación y promulgación de la ley 25.065 y, además, no se advierte que la mentada convención hubiere excedido los límites de la autonomía de la voluntad. 

Con relación a los codemandados Gustavo Daniel Iglesias y Marcela María Castro y en punto a la defensa de prescripción por ellos opuesta -planteo al que adhirió la codemandada Macri- concluyó, en primer término, que se vincularon con la actora en razón de un contrato de tarjeta de crédito y no de uno de fianza. Luego, reiteró que el convenio se suscribió con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 25.065 y dio cuenta de las disímiles posturas en punto a la aplicabilidad o no de dicho régimen (v.gr. plazo de prescripción trienal) a las acciones fundadas en contratos celebrados antes del 14.1.99. Finalmente, señaló que aún en el caso de regir la nueva ley, desde la fecha de mora y hasta la interposición de la demanda, el plazo no se encontraba cumplido. Ergo, desestimó el planteo prescriptivo. 

En último término, analizó la prueba producida y consideró acreditados por la parte actora la causa y el monto de la deuda. 

III.Los agravios 

Los recursos de apelación interpuestos por Marcela María Castro a fs. 250 y Stella Maris Macri a fs. 252, fueron declarados desiertos en fs. 316. 

Horacio Aníbal Iglesias y Gustavo Daniel Iglesias fundaron con la presentación de fs. 307/311 los recursos interpuestos en fs. 254 y fs. 256. La contestación a esas críticas obra glosada en fs. 313/314 empero fue declarada extemporánea en fs. 316. 

Luego de un sucinto relato de lo actuado en el proceso, los demandados criticaron los aspectos siguientes:i) que el a quo dejara de lado la legislación vigente, concretamente la ley 25.065 y la ley 24.240 
; ii) fue desacertada la valoración de la prueba en especial la pericial contable; iii) el juez equivoca al considerar que no fue demostrada la existencia de cláusulas abusivas e interpreta erróneamente la ley aplicable. 

IV.La solución 

1.Liminarmente corresponde aclarar que en tanto la actora desistió de la acción incoada contra el demandado Horacio Aníbal Iglesias (v. fs. 216/217), la expresión de agravios de fs. 307/311 debe tenerse como no presentada por este último desde que no revistió -ni pudo revestir- el carácter de sujeto pasivo de la condena dictada. 

2.Debo señalar que resulta cuanto menos dudoso que la expresión de agravios en estudio contenga una crítica concreta y razonada de los fundamentos empleados por el a quo para hacer lugar a la demanda incoada por la entidad bancaria. 

Sin perjuicio de ello y, a fin de evitar una rigidez hermenéutica que pueda comprometer en algún punto el derecho de defensa en juicio, de raíz constitucional (CN: 18 
), atenderé la presentación en cuestión. Pues, como ha sido reiteradamente juzgado cabe ponderar con cierta tolerancia y flexibilidad el cumplimiento de los recaudos legales que establece el cpr: 265 
, mediante una interpretación amplia que los tenga por satisfechos aun frente a la precariedad de la critica del fallo apelado, circunstancia ésta que se condice con la garantía constitucional de la defensa en juicio; ello así, si se vislumbra un mínimo de técnica recursiva, debe considerarse que la presentación cumple con los requisitos exigidos por la norma (cfr.CNCiv, Sala G, 15.5.81, LL 1983-B-764; CNCom, Sala C, 22.9.78, LL 1978-674; CNCiv, Sala H, 15.6.05, JA 2005-III-730; CNCom, Sala E, "Carletti Miguel c/ Caja de Seguros SA, s/ ordinario", 22/08/2007; esta Sala, 24.06.2010, "Cots Roberto Jorge c/ La Caja de Seguros SA, s/ ordinario"). 

a.La normativa aplicable. 

Ciertamente el método expositivo empleado por el recurrente es por demás confuso. Es que, si la crítica se dirigió a todo cuanto fue decidido respecto de la defensa de prescripción advierto que: (i) por un lado, resulta incuestionable que el contrato que diera origen a la presente contienda se suscribió con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 25.065. Ello surge patente del texto del mentado instrumento que en copia obra en fs. 7, de modo que no puede achacársele error alguno al sentenciante; (ii) por el otro, es claro que el a quo al examinar la defensa opuesta, a más de referir a las disímiles posturas levantadas en punto a la aplicabilidad de ese nuevo régimen a los contratos celebrados con anterioridad, hizo hincapié en la inalterabilidad de la solución; esto es el no cumplimiento del plazo de prescripción -aún el más favorable-, para la época en que se dedujo la demanda. 

En cambio, si lo que pretende el recurrente con sus endebles y poco precisas manifestaciones es lograr la exoneración de responsabilidad, adelanto que no hay elementos en la causa que me permitan formar en mi ánimo, convicción suficiente para resolver en sentido diverso al expuesto por el anterior sentenciante. 

Me explico: 

[1]fue juzgado y no resultó cuestionado que ".los demandados no se encontraron vinculados con la parte actora en virtud de un contrato de fianza, sino en razón del contrato de tarjeta de crédito." (v. fs. 244, primer párr.). 

[2]en el escrito de responde, el ahora recurrente se limitó a:negar la deuda, negar los resúmenes de cuenta que se acompañaron, indicar que los mismos no le fueron remitidos y a negar que existiera convención alguna respecto de los intereses. No obstante ello, reconoció la suscripción del contrato de adhesión (v. fs. 63/65). 

[3]no cuestionó en su contestación la validez de la cláusula 20, ni pidió la declaración de su invalidez o de su nulidad. Es más, no hizo siquiera mención alguna al contenido del instrumento que hubo suscripto. 

[4]tampoco fundó su versión defensiva en las disposiciones de la ley 25.065 ni en las de la ley 24.240. Esas normas, acoto, sólo aparecen invocadas en el escrito de expresión de agravios. 

Mas, con relación a la segunda, es pertinente en derecho su aplicación de oficio, por tratarse de una disposición de orden público (Ley 24240: 65; Farina, Juan, Defensa del consumidor y del usuario, p. 629, Buenos Aires, Astrea, 2008; Spota, A. Actualizado por Leiva Fernández, L., Contratos - instituciones de derecho civil, T. VII, p. 1018, Buenos Aires, La Ley, 2009 ). De allí que, por tratarse de normas imperativas, los jueces deben aplicarlas con prescindencia de la alegación de parte (cfr. Rouillón, A., Código de comercio, comentado y anotado, T. V, p. 1246, Buenos Aires, La Ley; CNCom, Sala D, "Del Castro Christian c/ General Motors de Argentina S.A. s/ ordinario", 09.11.2009). Empero, en rigor, la solución a la que arribó el a quo no se ve alterada pues, el plazo de prescripción contenido en el art. 50 
de la 24.240 (t.o. ley 26.631) es igual al establecido en la ley 25.065 y no había operado al momento de iniciarse estas actuaciones. 

[5]en el párrafo final del contrato e inmediatamente arriba de las firmas que fueron estampadas, se lee:".que suscribo al pié, me constituyo en deudor liso, llano y principal pagador del solicitante arriba referido por el total de las obligaciones que resulten de la utilización de la tarjeta tanto titular como adicional que se hubieren de emitir, sin restricciones ni limitaciones de ninguna índole, renunciando desde ya a retirar esta fianza aún cuando no existiere deuda alguna pendiente y mientras rija la tarjeta o sus renovaciones, sin plazo alguno de caducidad, como así también presto conformidad a lo expuesto en todos los artículos precedentes". 

[6]la convención antes referida resulta imperativa para las partes, pues conforme con lo dispuesto por el cciv 1197 
constituye para las mismas una regla a la que "deben someterse como a la ley misma". 

A ello cabe agregar que no fue acreditado ni alegado que lo pactado con relación a la responsabilidad haya excedido los límites de la autonomía de la voluntad, impuestos entre otros, por el cciv 21 
, 953 
y 1071 
(CNCom, Sala D, "Diners Club Argentina SACyT c/ Carbone, Abel Roberto", 13.6.03; íd., "Banco Francés SA, c/ Bartolomeo Alberto y otro", 3.11.05). 

[7]es necesario a esta altura destacar que el hecho de que el contrato de tarjeta de crédito sea un contrato de adhesión no constituye un defecto o vicio del mismo sino una característica de ese contrato. 

Desde luego, no ignoro que procede interpretar contra el predisponente los contratos de esas características, mas en el caso no hay cuestión de interpretación alguna, sino que aquí se trata de aplicar o de no aplicar la clara e inequívoca norma convencional sub examine, y no hay razón en derecho que justifique su no aplicación. 

[8]para el derecho comercial la solidaridad -salvo excepciones expresas- posee idéntico régimen que el previsto en el Código Civil.Aparece excluido del derecho comercial un "sistema" obligacional o contractual que sea diferente al imperante para todo el derecho común; más allá de la existencia de subsistemas propios y diferenciados que reglan ciertos institutos mercantiles (v.gr. cambiario, que establece la solidaridad pasiva, aunque con ciertas connotaciones especiales). Sí, en cambio, para el campo mercantil aparecen una serie de "principios" que, de un modo u otro, emergen del contexto normativo y que informan toda la creación, aplicación e interpretación de las obligaciones mercantiles. La solidaridad es un concepto jurídico que, a partir de la mancomunación, posee un efecto que, en síntesis, puede señalarse como "unidad de la prestación y pluralidad de vínculos". El cciv: 699 
realiza una descripción de los efectos que produce este instituto, que puede tener como fuente el título constitutivo o la ley misma: en nuestro derecho, quien alegue solidaridad deberá probarla. Si, puede aceptarse a la solidaridad como principio informante del derecho mercantil, cuando la ley no la establece, sólo las partes pueden disponerla mediante un pacto libre o aún utilizando condiciones de adhesión pero siempre con expresa mención de solidaridad (cfr. Raúl Aníbal Etcheverry, "La solidaridad en materia mercantil", comentario al fallo del CNCom, Sala B, in re "Falcone, Luis J.y otro c/ Jitric, Saúl y otro", del 26.11.82; Publicado en ed 103-644; en igual sentido Sala D, 3.6.09, "Roza, Roberto Carlos c/ Automotores Roca SA y otros s/ ordinario" 
; íd., Sala C, "Macchi, Jorge c/ Moneta Raúl" 
, 26.2.08). 

Y, que ha sido juzgado por esta Alzada que quien se obligó como codeudor solidario y principal pagador, de las obligaciones contraídas por los usuarios de una tarjeta de crédito, no puede pretender eximirse de responsabilidad, en caso de renovación de la tarjeta, alegando que tal renovación no le fue notificada, si en el contrato hay una cláusula que prevé que los derechos y obligaciones pactados rigen por el periodo original de vigencia de la tarjeta y sus posteriores renovaciones (CNCom, Sala E, 15.08.95, "Deutsche Bank AG. c/ López Patricia y otros, s/ ordinario"). 

Por todo ello, los agravios identificados en el apartado III, puntos i) y iii), serán desestimados. 

b.La apreciación de la prueba. 

A tenor de las posiciones asumidas por las partes intervinientes, es dable concluir que pesaba sobre la actora la carga de probar la existencia y cuantía de la deuda reclamada. Y, era carga de los demandados desvirtuar la fuerza probatoria que emana de la documentación traída por su contraria a este pleito. 

Ello pues, conforme lo sostiene conocida y reiterada jurisprudencia, el cpr 377 
pone en cabeza de los litigantes el deber de probar los presupuestos que invocan como fundamento de su pretensión, defensa o excepción, y ello no depende sólo de la condición de actor o demandado, sino de la situación en que cada litigante se coloque dentro del proceso (CNCom, Sala A, 14.6.07, "Delpech, Fernando Francisco c.Vitama SA", entre otros). La consecuencia de esta regla es que quien no ajuste su conducta a esos postulados rituales debe necesariamente soportar las inferencias que se derivan de su inobservancia, consistentes en que el órgano judicial tenga por no verificados los hechos esgrimidos como base de sus respectivos planteos (CNCiv, Sala A, 1.10.81, "Alberto de Río, Gloria c. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, íd., Sala D, 11.12.81, "Galizzi, Armando B. c. Omicron SA"; íd., 3.5.82, "Greco Jospe c. Coloiera Salvador y otro"; CNCom, Sala A, 12.11.99, "Citibank NA c. Otarola Jorge" 
; íd., Sala B, 16.9.92, "Larocca Salvador c. Pesquera Salvador"; íd., 15.12.89, "Barbara Alfredo y otra c. Mariland SA y otros"; Sala E, 29.9.95, "Banco Roca Coop. Ltdo. c. Coop. de Tabacaleros Tucumán Ltda., íd., esta Sala, 27.4.2010, "Lucchini Hernán Ricardo c/ Banco de La Nación Argentina y otro, s/ ordinario" 
, íd., 18.11.2010, "Belli y Compañía SA, c/ Seghettis SRL y otro, s/ ordinario"). 

Mas, téngase en cuenta que la ley no prefija ni la admisibilidad ni la fuerza probatoria de cada uno de los medios de prueba, pues esa labor queda decididamente librada al criterio y convicción de cada magistrado (ST San Luis, 1996/09/03, L.R. y otro, DJ, 1997-2-617). 

Ahora bien, el perito contador desinsaculado en esta sede en oportunidad de presentar su informe, respecto de los libros de la actora aclaró: ".habiendo concurrido a la Sucursal de esa entidad, sita en Maipú 99 de esta Ciudad, se me informó que el Banco de San Juan lleva sus registraciones contables en forma centralizada y que la totalidad de los Libros se encuentran en la Sede Central sita en la Provincia de San Juan. Habiendo además requerido de la actora la puesta a disposición de algún registro contable (como por ejemplo:subdiarios) llevados específicamente por la Sucursal visitada, se me informó que tampoco poseen registros físicos propios de la Sucursal sino que se manejan mediante el sistema de computación" (v. fs. 118, segundo párr.). 

Pese a la ausencia de libros -lo cual sin duda vino a entorpecer su labor-, luego de cotejar planillas y la información que surgía de la "pantalla del sistema" (v.gr. "Historia de Ajustes"), el experto informó -entre otras- que: (i) de la cuenta N° 022772403 a nombre del demandado, el pase a gestión judicial con fecha de ajuste 8/11/2001 por un importe de $ 17.568,69 y, (ii) según la información que surge de los resúmenes, el estado de cuenta al 30/11/01, tiene consignado como fecha de vencimiento el 16/11/01, respecto del cual, tal como se indica en el mismo extracto, deben aplicarse los intereses. (v. fs. 119). 

El dictamen devino impugn ado, entre otros, por el ahora recurrente. En la pieza de fs. 128/130, fue cuestionado el valor probatorio del mismo argumentándose básicamente que las conclusiones habían sido elaboradas sobre información que no surgía de los libros de comercio que, en rigor, debió presentar la actora en atención a lo dispuesto por el ccom: 43 y ccdtes. 

Así las cosas, mediante proveído de fs. 154 con la finalidad de completar la prueba ofrecida, se ordenó su realización de acuerdo a la metodología prevista en la Ley 22.172 
. 

Ciertamente, las conclusiones a las que arribara el contador -designado en la provincia de San Juan- luego de compulsar los Libros de la entidad bancaria, no difieren de las plasmadas por su antecesor. Esto es; que el saldo deudor al 16.11.01, ascendía a $ 17.568,69. 

El mentado informe no fue cuestionado por el ahora quejoso.No ignoro que en un litigio entre el dueño de los libros y un no comerciante, se ha considerado en general que nadie puede preconstituir prueba en su propia ventaja, por lo que en un pleito contra un no comerciante los libros de comercio de su contrario carecen de fuerza probatoria en favor de su dueño. Sin perjuicio de ello, pueden ser valorados, como un principio de prueba indiciaria que sirve de base a presunciones, las que el juez evaluará para formar su convicción para fallar sobre el caso. De manera que, su eficacia probatoria dependerá de las circunstancias del caso y de los demás medios probatorios arrimados al proceso (CNCom, Sala A, 20.9.96, "Banco Shaw SA, c/ Duva, Miguel A., s/ ord.; Sala C, 16.11.98, "Diners Club Arg. c/ Blasco, Reinaldo s/ ord.",íd., 6.7.94, "American Express Argentina SA, c/ Eliosoff de Luckemberg Dora, s/ sumario"). 

En el caso, considero que no corresponde prescindir de los datos que emanan del segundo dictamen -recuerdo, realizado en la provincia de San Juan sobre los libros de la actora- pues, ciertamente ninguna actividad útil desplegaron los demandados en aras a avalar su tesis defensiva; esto es, la inexistencia de la deuda (véase el escrito de responde de fs. 63/65). 

De modo que el rechazo de la queja en examen se impone como única solución posible. 

No obstante lo expuesto, advierto que la parte dispositiva de la sentencia exhibe una errata material que amerita ser corregida en este estadio. 

No se erige en impedimento para así proceder el hecho de que, tal como se desprende de las consideraciones vertidas a lo largo de este voto, he de propiciar la confirmación del decisorio. Ello, claro está, dado que todo cuanto fue juzgado en punto a la responsabilidad de los demandados permanece intacto. Mas, como el recurrente pretendió -bien que empleando una técnica recursiva deficiente- la revocación del decisorio, en uso de las facultades que me confiere el cpr: 36 
, inc. 6° adecuaré la decisión recurrida.Es que -como se verá de seguido-, la corrección de los valores es el resultado de la adecuada compulsa de los antecedentes de la causa (v. liquidación de fs. 39, pericias contables de fs. 118/119 y fs. 188/191) y del prudente arbitrio judicial que, procurando una justa compensación al patrimonio del acreedor, no infiere un indebido perjuicio a los intereses del deudor. 

Entonces, la demanda incoada por el Banco de San Juan SA ha de progresar por la suma de $ 17.568,69, capital sobre el que se devengarán los intereses establecidos por el a quo desde la mora acaecida el 17.11.01 hasta el efectivo pago. 

V.Conclusión. 

Por todo lo expuesto si mi criterio fuera compartido por mis distinguidos colegas propongo al Acuerdo: a) desestimar las quejas plasmadas en la expresión de agravios de fs. 307/311, b) confirmar la sentencia de fs. 239/247 sin perjuicio de corregir su parte dispositiva con el alcance señalado en el apartado IV, pto. 2.b) in fine, c) sin costas de alzada. 

Así voto. 

Por análogas razones los señores Jueces de Cámara Doctores Ojea Quintana y Tevez adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los Señores Jueces de Cámara doctores: 

Rafael F. Barreiro 

Juan Manuel Ojea Quintana 

Alejandra N. Tevez 

María Florencia Estevarena 

Prosecretaria de Cámara 

Buenos Aires, febrero 15 de 2011. 

Y VISTOS: 

I.Por los fundamentos expresados en el Acuerdo que antecede se resuelve: a) desestimar las quejas plasmadas en la expresión de agravios de fs. 307/311, b) confirmar la sentencia de fs. 239/247 sin perjuicio corregir su parte dispositiva con el alcance señalado en el apartado IV, pto. 2.b) in fine, c) sin costas de alzada. 

II.Los honorarios. 

El art. 279 
del Cód. Proc.prevé la adecuación de las costas y honorarios para el caso en que la decisión de Alzada sea revocatoria o modificatoria de la primera instancia. 

Sentado ello, atento el mérito de la labor profesional cumplida, apreciada por su calidad, eficacia y extensión, así como la naturaleza y monto del proceso -computándose los intereses como integrantes de la base regulatoria (CNCom, en pleno, in re: "Banco del Buen Ayre S.A." 
, del 29/12/94)-, se fijan en seis mil quinientos noventa pesos ($ 6.590) los honorarios del ex-letrado apoderado de la parte actora, doctor Pablo Daniel Jassán; en cuatro mil cuatrocientos sesenta pesos ($ 4.460) los del letrado en igual carácter y de la misma parte, doctor Juan Ignacio Wisniowski; en cien pesos ($ 100) los de la ex-letrada apoderada de la misma parte, doctora Mariana Essaya; y en cien pesos ($ 100) los del apoderado de la actora, doctor Carlos Alberto Aleman. Asimismo, se fijan en seis mil trescientos ochenta pesos ($ 6.380) los del ex-letrado de los co-demandados, doctor Claudio Marcelo Prado, por su actuación como patrocinante durante las primeras dos etapas y letrado apoderado en la tercer etapa (ley 21.839 
, t.o. ley 24.432 
: 6 
, 7, 9 
, 19 
, 37 
y 38). 

Por la incidencia resuelta en fs. 89/90, se fijan en seiscientos pesos ($ 600) los emolumentos del letrado de la actora, doctor Jassán y, en trescientos setenta pesos ($ 370) los del letrado de los co-demandados, doctor Prado. 

Por el incidente de caducidad resuelto en fs. 152, se fijan en ochocientos pesos ($ 800) los estipendios del doctor Jassán y, en quinientos cincuenta pesos ($ 550) los del doctor Prado (art. 33 
ley cit.). 

De acuerdo -en lo pertinente- con las pautas ut supra consideradas y ponderando la complejidad e importancia de los trabajos realizados en autos, se fijan en dos mil quinientos pesos ($ 2.500) los estipendios de la perito contadora, Ana Fernanda Zonis (Dec. Ley 16.638/57: art. 3 
y ccdtes.). 

Notifíquese. 

Rafael F. Barreiro. Juan Manuel Ojea Quintana. Alejandra N. Tevez. 

Ante mí: María Florencia Estevarena. 

Es copia del original que corre a fs. de los autos que se mencionan en el precedente Acuerdo. 

María Florencia Estevarena 

Prosecretaria de Cámara 
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